
La Salud y el Acceso a Atención Médica 
de las Mujeres Inmigrantes Latinas en 
la Región Central de Estados Unidos, 
Antes y Durante la Pandemia

Introducción

Este informe investiga los efectos colaterales de las políticas de 
inmigración y salud pública en la salud de las mujeres inmigrantes 
latinas y su acceso a atención médica en Kansas. Ya estudios han 
demostrado que el miedo a la deportación afecta negativamente la 
salud de los inmigrantes indocumentados y la salud de sus 
familiares.[2] Sin embargo, la geografía juega un papel importante. Los 
inmigrantes latinos en áreas urbanas y rurales tienen experiencias de 
deportación diferentes, tienen acceso limitado a recursos de salud, y 
se ven afectados de diferentes maneras por las limitaciones físicas de 
sus respectivos entornos. Además, sus necesidades de salud también 
difieren. Dentro de estos diferentes contextos, acciones de aplicación 
de las políticas migratorias, tales como redadas, aprehensiones, 
detenciones y deportaciones, también afectan la salud de los seres 
queridos de los inmigrantes, incluyendo los familiares que son 
ciudadanos estadounidenses.[3] Basándose en una investigación en el
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• Las mujeres inmigrantes 
latinas han sufrido los 
impactos económicos y 
de salud más fuertes de 
la pandemia,[1] y al 
mismo tiempo temen la 
posibilidad de su 
deportación o la de un 
ser querido.

• Esto tiene graves 
consecuencias para su 
salud y bienestar, y 
afecta la forma en que 
navegan el acceso a
atención médica.
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área rural y el área urbana de Kansas, este informe destaca 
una matriz importante entre el estatus legal y la ubicación 
geográfica. Si bien las políticas de inmigración extienden una 
gradación de derechos y protecciones a los inmigrantes y sus 
familias en función a una variedad de estatus legales que 
proporcionan más o menos anclaje en la sociedad 
estadounidense, esta gradación se experimenta de manera 
diferente en pueblos pequeños y en ciudades. Por lo tanto, el 
estatus legal, junto con una expansión significativa de la 
aplicación de leyes migratorias y vigilancia de la agencia de 
inmigración, se transforma en una variedad de contextos 
locales donde la salud de los inmigrantes se deteriora y en 
donde su acceso a la atención médica formal es limitada.

Antecedentes 

La ley Illegal Immigration Reform and Immigration
Responsibility Act (Reforma de Inmigración Ilegal y la Ley de 
Responsabilidad del Inmigrante) (IIRIRA, por sus siglas en 
inglés) de 1996 formalizó la aplicación de la ley de 
inmigración dentro de las comunidades de los Estados Unidos 
a través de programas como el 287 (g). Dichos programas, 
incluyendo versiones sucesivas como Secure Community
Programs (Comunidades Seguras), han facilitado la 
participación de las fuerzas policiales locales en la 
aprehensión de inmigrantes dentro del país. Por lo tanto, en 
los últimos veinticinco años, las agencias policiales locales a 
menudo han actuado en nombre de las autoridades 
federales migratorias para aprehender y detener a 
inmigrantes que sospechan pueden ser indocumentados. 
Cada administración en los últimos veinticinco años ha 
ampliado este marco de políticas migratorias.[4] Sobre la 
base de esta infraestructura legal, las Órdenes Ejecutivas No. 
13767 y No. 13768 del presidente Trump, las cuales firmó en 
su primera semana en el cargo, reforzaron estas 
colaboraciones y alentaron la aprehensión, detención y 
deportación de cualquier persona “sospechosa” de violar las 
leyes de inmigración, independientemente del estado 
migratorio actual o conducta criminal.[5] Dadas las políticas 
públicas vigentes, cualquier persona que se encuentre en el 
país sin estatus migratorio está técnicamente violando la ley 
de inmigración, incluso si no se ha involucrado en actividades 
delictivas. Esto pone a los inmigrantes indocumentados en 
riesgo de deportación cuando se encuentran en espacios 
públicos o realizando actividades cotidianas como cuando 
van de compras al supermercado o conducen al trabajo. Este 
aumento de la vigilancia policial en el interior del país se ha 
visto facilitado por un doble proceso de racialización
(racialization) del estatus legal, en el cual los latinos están 
fuertemente asociados con un estatus indocumentado, lo 
cual lleva a las autoridades a detener a latinos sin importar su 
estatus migratorio.[5] Esta practica es llamada “racial
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Las leyes de inmigración y su 
aplicación contribuyen a crear un 

contexto hostil que debilita la 
salud de los inmigrantes y sus 
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“
profiling” o perfilado racial.[6] Estos procesos permiten 
aplicar una táctica legal para aprehender y detener a 
personas que son "sospechosas" de no estar autorizadas, 
sin importar cuánto tiempo hayan vivido en los EE. UU. o si 
alguna vez han cometido un delito. De hecho, la 
racialización del estatus legal y la práctica de perfilado 
racial han impactado tan profundamente a las 
comunidades latinas que han surgido efectos colaterales. 
Independientemente de su estatus legal, de ciudadanía o 
el lugar de nacimiento, los latinos de cualquier generación, 
incluso los nacidos en Estados Unidos, experimentan 
algunos de estos efectos.[7] Por lo tanto, las leyes de 
inmigración y su aplicación contribuyen a crear un 
contexto hostil que debilita la salud de los inmigrantes y 
sus seres queridos. Es importante destacar que, mientras 
que en el pasado los pequeños pueblos rurales a veces se 
quedaban fuera del radar de las autoridades de 
inmigración, hoy en día ICE (Servicio de Inmigración y 
Control de Aduanas) allana lugares de trabajo para hacer 
redadas o llama a las puertas de las personas, tanto en 
pueblos rurales como en ciudades, como es el caso en 
Kansas.

En paralelo, las reformas de salud pública han limitado 
tanto las posibles opciones como la ayuda de la que 
disponen los inmigrantes para tratar su salud. La ley 
Personal Responsibility and Work Opportunity Act
(Reconciliación de Responsabilidad Personal y 
Oportunidades Laborales (PRWORA, por sus siglas en 
inglés) firmada en 1996, funcionó simultáneamente para 
eliminar la posibilidad de que los inmigrantes 
indocumentados (incluidos los inmigrantes con estatus  
semi-permanente) reciban atención médica subsidiada con 
fondos federales y otros beneficios relacionados con la 
salud, incluidos programas de nutrición, vivienda, ayuda o 
asistencia en efectivo.[8] Y en el 2010, la ley Affordable
Care Act (Ley del Cuidado de Salud a Bajo Precio) excluyó 
específicamente a los inmigrantes indocumentados del 
acceso a la atención médica subsidiada.[9] Si bien el acceso 
al seguro médico varía según el estatus migratorio,[10] 

“
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muchos inmigrantes indocumentados tienen cobertura de 
seguro de salud más baja en comparación con inmigrantes 
con otros estatus migratorios.[11] Esto refleja brechas en 
el acceso a programas de seguros subsidiados y gastos 
asociados con los mercados de seguros privados. Los 
efectos de la pandemia del COVID-19 reflejan los efectos 
graduales del estatus legal, ya que los inmigrantes 
indocumentados se ven afectados de manera 
desproporcionada. Pero los paquetes de ayuda por el 
COVID-19 del gobierno bajo las administraciones de 
Trump y Biden han dejado a estos migrantes fuera del 
apoyo financiero del gobierno, incluso cuando estos 
tienen “trabajos esenciales” en la industria de servicios y 
producción de alimentos y trabajos “de primera línea” en 
el sector de la salud, especialmente en las ciudades.

Hoy en día, los inmigrantes latinoamericanos no son el 
único grupo afectado por las leyes de inmigración y las 
reformas de políticas de salud pública. Sin embargo, 
debido a que las prácticas de discriminación racial 
vinculan la ilegalidad con inmigrantes “mexicanos” e 
“hispanos” o “latinos” de manera más amplia, la peor 
parte de estas políticas recae en las comunidades 
inmigrantes latinoamericanas. Las mujeres inmigrantes 
latinoamericanas, especialmente aquellas que son más 
pobres, de piel más oscura o de origen indígena,[12] se 
ven particularmente afectadas ya que también son 
afectadas directa o indirectamente cuando sus parejas 
son deportadas y ellas se convierten en el único sostén de 
sus hogares. Las deportaciones de hombres latinos, que 
constituyen la abrumadora mayoría de las 
deportaciones,[13] dejan a las mujeres solas, tratando de 
manejar las expectativas maternas en función al género y 
llevando solas la carga financiera del hogar.[14] Dadas las 
ideologías de género y las asimetrías de género en el 
hogar, las mujeres inmigrantes latinas a menudo son 
responsables de proporcionar u organizar el cuidado de

“
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During this pandemic I have 
families struggling to get to a 
meal distribution site because 
they don't have transportation 
or have lost the jobs they 
held. 
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los niños, manejar las citas médicas y escolares de sus 
hijos y / o cuidar a otros miembros de la familia cuando se 
enferman. Las mujeres indígenas enfrentan un nivel 
adicional de racismo profundamente arraigado, tanto por 
parte de la sociedad estadounidense y de las agencias 
policiales federales y locales, que las tienen como 
blanco,[15] como también dentro de las comunidades 
latinas.[16] Y dada la ampliación de la aplicación de la ley 
de inmigración en el interior en las últimas décadas, las 
mujeres inmigrantes ahora enfrentan la posibilidad de 
deportación si pasan tiempo en espacios públicos o 
instituciones públicas (incluidas escuelas o instalaciones 
de atención médica [17])[18] y, por lo tanto, sus 
estrategias para encontrar atención y cuidar de su salud (y 
las de su familia) forzó a muchas a caer fuera del sistema 
de salud formal, llevándolas a tomar estrategias para 
cuidar de su salud que son inseguras, temporales e incluso 
dañinas.

Metodología y datos

Este informe se basa en data recaudada a través de una 
etnográfica realizada entre el 2016 y el 2020 (y en curso 
en el 2021 a través de comunicación virtual y telefónica 
limitada) en zonas rurales y urbanas de Kansas, y de 
entrevistas con 40 mujeres inmigrantes latinoamericanas 
para investigar: (1) reformas migratorias que afectan la 
salud de las mujeres y (2) cómo las mujeres manejan su 
salud. La observación participante etnográfica se llevó a 
cabo en parques, iglesias, bibliotecas, restaurantes, 
juzgados, tiendas de departamento y tiendas de 
abarrotes, en eventos y desfiles festivos, reuniones 
familiares, fiestas de cumpleaños, barbacoas de fin de 
semana y reuniones en los pórticos de casas, y durante 
actividades relacionadas con la atención médica. 
Trabajamos como voluntarias en clínicas de salud y 
hospitales, asistimos a "reuniones de bienestar 
comunitario" en la zona rural de Kansas, donde los 
proveedores médicos se reúnen para discutir las 
preocupaciones de salud de la comunidad. Tomamos 
notas detalladas durante los eventos y encuentros o 
inmediatamente después de que terminaran. Las 
entrevistas se realizaron en español, se grabaron y luego 
se transcribieron textualmente. Las entrevistadas dieron 
su consentimiento verbal y, en los casos en que no se 
sintieron cómodas con la grabación, tomamos notas 
detalladas durante la entrevista. Para mantener la 
confidencialidad de las informantes, utilizamos 
seudónimos a lo largo de este informe. Reclutamos 
participantes a través de múltiples puntos de entrada y 
mediante un muestreo de “bola de nieve” como parte de 
dos proyectos más grandes: (1) enfocándonos en familias 
latinoamericanas de estatus mixto (con Gómez Cervantes
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como Investigadora Principal), e (2) investigando las 
relaciones entre inmigrantes recién llegados y residentes 
establecidos en el área rural de Kansas (con Menjívar como 
Investigadora Principal). Ambos proyectos fueron aprobados 
por los comités de ética (IRB) de nuestras respectivas 
universidades y se llevaron a cabo simultáneamente. 
Analizamos los datos utilizando un enfoque de análisis 
inductivo para descubrir los temas principales que 
presentamos a continuación.

Las entrevistadas que vivían en áreas rurales y urbanas de 
Kansas eran de: México (22) y Guatemala (16), una era de El 
Salvador y una de Honduras. Los estatus migratorios de las 
mujeres en las áreas urbanas incluían ciudadanas 
naturalizadas (2), Residentes Permanentes Legales (1), DACA 
(5) y Estatus de Protección Temporal (TPS; 1), mientras que 
el resto eran indocumentadas (16). Casi todas las mujeres de 
las zonas rurales de Kansas eran indocumentadas (14) y una 
se había naturalizado. La mayoría de las informantes eran 
madres (32), casadas o convivientes en relaciones 
heterosexuales (27) y trabajaban fuera del hogar (33). 

Hallazgos: Las consecuencias de la aplicación 
de las leyes y las políticas de salud 
excluyentes entre mujeres inmigrantes latinas

Nuestro estudio muestra que las consecuencias de la 
ampliación de la aplicación de la ley migratoria en el interior 
del país y las políticas de salud excluyentes para las mujeres 
inmigrantes latinas son tres: miedo a la deportación, 
movilidad limitada y desconfianza de las instituciones 
médicas. A continuación, discutimos cada una de estas 
consecuencias.

1. Miedo a la deportación

Las mujeres latinas inmigrantes temen pasar tiempo en 
espacios públicos, incluyendo aquellos que son vitales para 
sus vidas y la supervivencia de sus familias, como las 
instituciones de salud, porque corren el riesgo de una posible 
aprehensión y deportación. Lo que más temen las mujeres es 
la posibilidad de ser separadas de sus hijos, muchos de los 
cuales son ciudadanos estadounidenses. Este miedo habitual, 
presente en las zonas urbanas y rurales dada la ampliación 
de la aplicación de la ley en el interior del país, afecta la salud 
mental (y bienestar físico) de las mujeres, ya que es una 
forma de estrés crónico.[19] Este miedo a la separación 
familiar conduce al aislamiento, ya que las mujeres se 
quedan en casa y evitan salir (incluso antes de la pandemia). 
Este nuevo fenómeno se ha observado en las grandes 
ciudades de EE. UU.[20] así como también en las zonas 
rurales de Kansas. Yareni, una mujer indocumentada
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mexicana-tlapaneca en la zona urbana de Kansas, nos dijo: 
“Estamos encerrados”. Así, las mujeres inmigrantes evitan 
pasar tiempo fuera de sus hogares a menos que sea 
absolutamente necesario, como para ir al trabajo o para 
hacer compras. Esto deja a las mujeres y sus familias aisladas 
y les impide establecer vínculos con instituciones 
comunitarias.[21]

2. Movilidad limitada

Kansas es un estado geográficamente vasto y mayormente 
rural; el transporte público en las áreas rurales es inexistente 
y en las áreas urbanas es limitado e irregular. Los 
funcionarios de salud de la comunidad en las áreas rurales a 
menudo compartieron que la falta de transporte es un gran 
obstáculo para que la mayoría de los residentes rurales 
obtengan atención médica de rutina o de emergencia. Sin 
embargo, hay un factor más para las mujeres inmigrantes 
latinas que hace que la movilidad sea un riesgo: su exclusión 
de las licencias de conducir debido a su condición de 
indocumentadas.

En Kansas, como en muchos otros estados, conducir sin 
licencia se castiga como un delito menor, pero los 
inmigrantes indocumentados no son elegibles para gestionar 
licencias de conducir. Y los inmigrantes con delitos menores, 
incluso por no tener licencia de conducir, corren un mayor 
riesgo de ser detenidos (y deportados). Pero dada la falta de 
transporte público en las zonas rurales de Kansas y el 
transporte irregular en las áreas urbanas y las vastas 
distancias para viajar, los inmigrantes indocumentados deben 
conducir (o depender de otra persona para que los lleve) 
para realizar actividades de rutina, como ir al trabajo, al 
supermercado, de compras o a una clínica de salud. 
Entonces, los inmigrantes indocumentados se encuentran 
entre la espada y la pared: deben conducir para mantener y 
cuidar a su familia, pero hacerlo los pone en riesgo de ser 
separados de sus familiares indefinidamente. En nuestros 
estudios, algunas mujeres tuvieron que arriesgarse a 
conducir, como fue el caso de Sofía, una mujer mexicana-
tlapaneca indocumentada que vive en una pequeña zona 
urbana de Kansas. Explicó que después de la deportación de 
su esposo, ella "tiene que conducir" al trabajo o llevar a su 
hija a las citas médicas o al centro donde cuidan a los niños. 
Sofía es la principal y única proveedora de su hija de tres 
años (que es ciudadana estadounidense), y después de que 
su esposo fuera deportado, no conducir significa que no 
podría realizar las actividades diarias necesarias para cuidar a 
su hija. Sin embargo, dadas las políticas excluyentes y 
punitivas, cada vez que conduce, está plenamente consciente 
de que corre el riesgo de ser detenida y deportada.
En otros casos, las mujeres inmigrantes dependen de otras 
personas de su comunidad para que las transporten. No
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obstante, a menudo estos viajes que son necesarios pueden 
ser extremadamente costosos y dar paso a formas de 
explotación dentro de la comunidad. Por ejemplo, a Flor, una 
mujer guatemalteca-maya indocumentada en la zona rural 
de Kansas, alguien de la comunidad le cobró $ 40 por un viaje 
de una milla de viaje en automóvil porque ella necesitaba ir 
al médico para una cita prenatal.

3. Desconfianza de las instituciones médicas

La ampliación de la aplicación de la ley migratoria en el 
interior del país también ha creado desconfianza hacia las 
instituciones médicas entre las mujeres inmigrantes latinas. 
En particular, a las inmigrantes les preocupa que los 
proveedores de atención médica compartan su información 
personal con las agencias de inmigración, lo que las pondría 
en riesgo de deportación. Este es el caso tanto en la zona 
urbana como en la zona rural en nuestros estudios. Aunque 
los espacios médicos son en teoría "seguros" donde ICE no 
puede operar, durante la administración Trump los medios 
mostraron que los agentes de ICE detenían a inmigrantes en 
camino hacia o fuera de instituciones médicas.[22] Esto, 
además de los cambios a la Public Charge Rule (Regla de 
Carga Pública) en el 2019, que determinó la inadmisibilidad 
en base al uso de programas financiados con fondos 
federales entre familias inmigrantes,[23] ha exacerbado la 
aprensión de las mujeres de visitar a los proveedores 
médicos. Además, sus experiencias pasadas con atención 
médica gratuita y de menor calidad las han llevado a 
desconfiar más de las instituciones de salud 
estadounidenses. Ofelia, quien terminó buscando atención 
en un hospital rural de Kansas después de meses de soportar 
dolor abdominal, solo recibió medicamentos de venta sin 
receta médica para tratar su dolencia, tuvo que pagar una 
cuenta médica de $ 300, y continuó adolorida. Estas 
experiencias luego se comparten con amigos y familiares, lo 
que aumenta la desconfianza de la comunidad hacia los 
proveedores de atención médica.

El Impacto del COVID-19

Los latinos en los Estados Unidos están 
experimentando unas de las tasas más altas de infección, 
hospitalización y mortalidad por el COVID-19.[24] Muchos 
tienen “trabajos esenciales” en espacios con altas tasas de 
infección, tienen historiales de enfermedades crónicas y / o 
carecen de información adecuada o correcta sobre la 
pandemia.[25] Además, los proveedores de atención médica 
en áreas rurales (y también en áreas urbanas en estados 
como Kansas) cuentan con recursos limitados para brindar 
traducción adecuada del inglés, lo cual crea barreras 
adicionales para comunicarse con personas que no hablan
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inglés. Dadas las condiciones creadas a través de la la 
combinación de las políticas de inmigración y de salud 
pública descritas anteriormente, los inmigrantes 
indocumentados en gran medida no tienen seguro de 
salud, lo que significa que su acceso a atención médica es 
o imposible o extremadamente costoso. Durante el 
primer brote de COVID-19 en la comunidad rural de 
nuestro estudio, donde vive Nina, una mujer 
indocumentada guatemalteca-maya, compartió que teme 
la posibilidad de estar enferma con el virus y que le 
preocupa si el proveedor de atención médica local donde 
le hicieron la prueba estaba diciendo la verdad. Se 
sometió a dos pruebas y el proveedor le dio resultados 
contradictorios, por lo que no estaba segura si estaba 
enferma o no. Le preocupaba poder contagiar a sus hijos 
al bañarlos, al cocinarles o al alimentarlos. Dos semanas 
después de obtener una prueba de COVID-19 positiva, el 
empleador de Nina la llamó para que regresara al trabajo. 
No se sentía 100% bien, pero no lo suficientemente mal 
como para justificar una costosa visita a la sala de 
emergencias. Pidió un “par” de días más para recuperar 
fuerzas, pero su empleador le advirtió que, si no 
regresaba el día indicado, la despedirían. Al igual que 
Nina, muchas mujeres inmigrantes son proveedoras de 
sus familias y no pueden darse el lujo de faltar al trabajo, 
incluso cuando están enfermas.

Un Llamado a la Acción

La combinación de políticas de inmigración que criminalizan 
los comportamientos y actividades cotidianas de las 
inmigrantes y las políticas de salud pública que las excluyen 
del acceso a atención médica perjudica la salud de las 
mujeres inmigrantes latinas de al menos tres formas: 
directamente, creando un ambiente tóxico de miedo que las 
enferma; al obstaculizar la capacidad de las mujeres para
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cuidar de sus familias como ellas desearían o establecer 
vínculos con sus comunidades; y forzándolas a recurrir a 
estrategias informales para obtener atención médica. Es 
importante destacar que esta situación tiene consecuencias 
inmediatas y a largo plazo para la salud de las inmigrantes. La 
pandemia del COVID-19 ha agravado estas condiciones. A 
continuación, describimos acciones que los gobiernos 
estatales y el gobierno federal pueden tomar para abordar 
estos problemas.

Políticas federales

1. El gobierno federal debe enmendar las políticas de 
salud pública existentes para facilitar acceso al seguro 
médico subsidiado a todos los residentes, 
independientemente de su estatus migratorio. El 
acceso a atención médica adecuada es un derecho 
humano y todas las personas, sin importar su condición 
jurídica o nacionalidad, deben poder ejercer este 
derecho. Esto finalmente alinearía a Estados Unidos 
con otros países ricos y también con principios y 
derechos universales. A un nivel más práctico e 
inmediato, la salud de los inmigrantes debe protegerse 
por razones de salud pública. En sus trabajos, los 
inmigrantes con cualquier estatus legal son expuestos 
diariamente al público donde el contagio del virus es 
alto.

2. Asimismo, los inmigrantes tienen trabajos en las 
economías locales de todo el país, lo que a menudo 
mantiene a flote esas economías, así como también la 
economía nacional. Es importante señalar que la 
cantidad de ingresos que los inmigrantes aportan al 
gobierno federal y a los gobiernos estatales a través de 
sus contribuciones tributarias [26] ya cubrirían los 
subsidios a los programas de seguridad social (incluida 
la atención médica) de los cuales los inmigrantes están 
actualmente excluidos. Enmendar la ley, Affordable
Care Act (Ley del Cuidado de Salud a Bajo Precio) para 
permitir que los inmigrantes en cualquier estatus legal 
puedan acceder la atención médica subsidiada a la que 
ya contribuyen, los ayudaría a mejorar su salud y tratar 
sus dolencias, incluidas las enfermedades contraídas a 
través de la pandemia. Los costos de atención médica 
(especialmente los relacionados con el COVID19) para 
inmigrantes sin seguro pueden devastar a familias 
enteras en los Estados Unidos y en sus países, dado 
que muchas mujeres inmigrantes también son 
responsables del bienestar financiero de sus familias 
en sus países de origen.[27] Dado que en el pasado 
hospitales han utilizado la deportación como una 
estrategia para deshacerse de pacientes inmigrantes
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no pueden pagar sus cuentas [28](y así evitar el alto 
costo de la atención a los pacientes que necesitan 
cuidados a largo plazo), es extremadamente importante 
apoyar el acceso de los inmigrantes indocumentados al 
seguro médico subsidiado y a vías seguras para 
financiar y tratar su salud en un futuro pospandémico.

3. El gobierno federal debe incluir a los inmigrantes 
indocumentados y aquellos en estatus semi-legal en los 
esfuerzos de ayuda relacionados al COVID-19, incluida 
la asistencia financiera directa. Las mujeres inmigrantes 
latinas se han visto gravemente afectadas por la 
pandemia, sufriendo inestabilidad o pérdida laboral y 
enfermándose, además de lidiar con el miedo a ser 
deportadas y / o sus seres queridos. La ayuda que el 
gobierno provee en el contexto del COVID-19 apoyaría 
a estas mujeres que muchas veces son el sostén de la 
familia y también responsables del cuidado de los niños. 
Esta ayuda llegaría a sus familias e hijos, muchos de los 
cuales son ciudadanos estadounidenses.

4. Es fundamental que el gobierno federal ponga fin a los 
acuerdos 287 (g) y programas similares que aumentan 
las aprehensiones y deportaciones en el interior del 
país. Las deportaciones masivas durante la 
administración de Obama nos enseñaron que estas 
iniciativas se basan en prácticas de discriminación racial 
que se enfocan particularmente en comunidades 
latinas.[29] Aún así, la administración Trump re-
restableció y expandió 287 (g) a través de órdenes 
ejecutivas. La administración Biden revocó las órdenes 
ejecutivas de la administración de Trump, pero no ha 
creado ninguna nueva política ni ha tomado medidas 
que pongan fin a las operaciones de control de 
inmigración localizadas en todo el interior del país.

5. La infraestructura del sistema de salud en las zonas 
rurales ha venido decayendo por décadas, lo que ha 
amplificado la vulnerabilidad de los residentes, 
especialmente durante la pandemia.[30] Es vital que el 
gobierno federal brinde asistencia a la infraestructura 
médica rural, incluida la tecnología y aumentar 
proveedores médicos. El apoyo a la asistencia en el 
ramo de salud rural también debe incluir asistencia a 
inmigrantes, incluidos aquellos que no tienen seguro.

Políticas estatales

Los legisladores estatales también pueden hacer cambios 
significativos para mejorar la salud y la atención médica a 
mujeres inmigrantes latinas y a otros inmigrantes en sus 
comunidades.
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1. Las agencias policiales locales pueden negarse a 
inscribirse en los programas 287 (g). La policía local no 
está obligada por la ley a aprehender o detener a 
inmigrantes por solo el hecho de sospechar que son 
indocumentados o simplemente por ser 
indocumentados. Estas colaboraciones con agencias 
federales de inmigración dependen de las localidades. 
Algunos programas federales, como 287 (g), son 
voluntarios, por lo que los estados y las localidades 
deben considerar la posibilidad de desvincularse de ellos.

2. Proporcionar acceso a licencias de conducir mejoraría 
significativamente las condiciones de vida de las mujeres 
inmigrantes (y de otros en sus comunidades). Los estados 
deben seguir el ejemplo de los quince estados [31] en el 
país que ya permiten a los inmigrantes indocumentados 
acceder a las licencias de conducir. Esto reduciría las 
posibilidades de que los inmigrantes sean aprehendidos, 
detenidos y deportados cuando lleven a sus hijos a la 
escuela, a una clínica o vayan al trabajo. El acceso a las 
licencias de conducir también debe incluir protecciones 
contra el uso de perfiles raciales basados en "sospecha" 
del estatus migratorio mientras se conduce, lo que 
ayudaría a poner fin a la aplicación local de leyes 
migratorias federales para que los agentes policiales ya 
no estén a cargo de detener a los inmigrantes 
indocumentados. Esto ayudaría a las mujeres 
inmigrantes, especialmente a las indocumentadas, a 
establecer vínculos con las instituciones de sus 
comunidades, como lo hicieron en el pasado, cuando la 
aplicación de la ley en el interior del país no era tan 
intensa como lo es hoy. Este cambio de política también 
podría generar importantes contribuciones tributarias 
para el estado, tarifas de registro y tarifas de licencia de 
conducir.[32]

3. Dado que PRWORA otorgó autoridad a cada estado para 
determinar la elegibilidad a los programas sociales 
subsidiados, los estados pueden crear programas de 
salud y nutrición subsidiados para inmigrantes (en todos 
los estados) y sus familias. Es importante destacar que 
los inmigrantes indocumentados y semi-legales ya están 
contribuyendo al financiamiento de estos programas a 
través de impuestos,[33] pero continúan siendo 
excluidos de estos recursos.

4. Finalmente, los proveedores de atención médica rural 
deben encontrar formas de diversificar el personal y las 
prácticas de atención médica para atender las 
necesidades médicas de las poblaciones inmigrantes. 
Iniciativas como Promotoras de salud [34] pueden ayudar 
a establecer confianza entre las comunidades 
inmigrantes y los proveedores de salud.

Para conocer más sobre los impactos de la política 
migratoria en la salud de las mujeres inmigrantes, lea 
nuestra publicación completa: 

Gómez Cervantes, Andrea and Cecilia Menjívar. 2020. 
“Legal Violence, Health, and Access to Care: Latina 
Immigrants in Rural and Urban Kansas” Journal of 
Health and Social Behavior 61(3):307-323.
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